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			A mi nieto Andrés, que conocerá una Europa muy diferente a la actual. Ojalá sea aún mejor que la de sus abuelos.

		

	


	
		
			INTRODUCCIÓN

			HISTORIA DE DOS CRISIS, Y DE CÓMO SALIR DE ELLAS

			 

			 

			 

			 

			¿Otro libro sobre la crisis? Desde que en el verano de 2007 emergieran las primeras turbulencias en los mercados financieros, que sirvieron de detonante de todo lo que hemos conocido desde entonces, muchos autores han hecho aportaciones brillantes sobre las consecuencias económicas, sociales y políticas de una crisis que está cambiando el mundo, la evolución de la Unión Europea y el panorama político. Pero sigue habiendo muchas razones para escribir acerca de lo que nos está sucediendo.

			En mi caso, debo explicar por qué he decidido aportar mis ideas sobre algunos aspectos relacionados con la integración europea y la socialdemocracia. A mi modo de ver, ambas se están viendo seriamente afectadas por todo lo ocurrido en estos años. Pero no pretendo teorizar sobre ello. No poseo un bagaje académico como para intentar competir con los excelentes análisis que han esclarecido las causas remotas o próximas de esta situación, los cuales han señalado bastantes pistas a seguir para ayudar a los responsables políticos a salir de su estupor. 

			Tampoco es este un libro autobiográfico, aunque no hubiese podido escribirlo sin contar con mi experiencia europea reciente. En abril de 2004, tras su triunfo electoral, José Luis Rodríguez Zapatero decidió nombrar a Pedro Solbes como vicepresidente económico de su Gobierno, y me propuso sustituirle en su puesto de miembro de la Comisión Europea, a cargo de la cartera de Asuntos Económicos y Monetarios. Así que, desde las primeras manifestaciones de la crisis, hasta febrero de 2010, la mayor parte de mi tiempo estuvo focalizado en trabajar para contribuir a las primeras respuestas europeas e internacionales ante unos problemas económicos de enorme magnitud y complejidad. Y desde esa fecha hasta el final de mi mandato como miembro de la Comisión seguí estando involucrado en esos asuntos, ahora, a través del control de los ingentes recursos públicos aportados por los gobiernos para el rescate de las entidades financieras en aplicación de las reglas de la política europea de competencia, de la que fui responsable hasta finales de octubre de 2014. 

			Durante todos esos años he podido reflexionar, entre otras cosas, sobre la crisis, las dificultades a las que se enfrenta la integración europea, los problemas de la socialdemocracia para ofrecer alternativas coherentes a las políticas propugnadas por un centroderecha mayoritario y la necesidad de reforzar la legitimidad democrática de las instituciones comunes. Muchas de esas reflexiones personales aparecen en los diferentes capítulos, mezcladas con las de otros muchos protagonistas de lo que sucede en la Unión, o con las de los analistas de los acontecimientos. Pero, salvo en alguna ocasión, he preferido no contar mis experiencias en primera persona, optando por tomar cierta distancia y escribir desde una perspectiva más amplia.

			Espero que este punto de vista sirva para reducir la subjetividad de mi análisis, y ayude en cambio al lector a una mejor comprensión de asuntos y situaciones que por su naturaleza son complejos. Comunicar lo que sucede en la Unión Europea, explicando las causas de los problemas y las dificultades para hacerles frente, no es una tarea sencilla. El papel que juegan las diferentes instituciones, las responsabilidades de cada una de ellas, la interacción entre la Comisión Europea, el Parlamento y los gobiernos representados en el Consejo para conciliar las posturas respectivas, conforman un entramado de relaciones políticas y de intereses diversos que no encuentra equivalente en las democracias nacionales, ni siquiera en las organizadas en base a una estructura federal. A ello se añaden las barreras idiomáticas y los cauces de información de cada uno de los países, que hacen más difícil la interlocución directa de los responsables comunitarios con los ciudadanos. Mi propósito con este libro es cubrir una parte de ese espacio, y acercar en la medida de lo posible las distancias entre ambos planos.

			He tratado de huir de la tentación de aportar una lista completa de recetas para ayudar a una mejor recuperación de quienes, a mi juicio, son las dos principales víctimas políticas de la crisis: la Unión Europea y la socialdemocracia. He centrado mi mirada en algunos de los temas que se han visto más afectados en este aspecto; advierto desde el comienzo que mi selección no es neutral, pues me tocan muy de cerca tanto la economía y los problemas de la eurozona como la necesidad de una dimensión social comunitaria y las tareas que en este sentido le corresponden sobre todo a la socialdemocracia. Otras áreas claves para determinar las nuevas etapas de la integración europea, como los aspectos relativos a la seguridad interior y exterior o la defensa, son mencionados ocasionalmente en mi análisis, pero soy consciente de no haberlos desarrollado lo suficiente.

			Escribir este libro me ha servido para confirmar que, dada la forma en que la Unión Europea afrontó la crisis y sus dificultades para superarla, hay que reconocer sin ambages algunos graves errores políticos: por ejemplo, en las dosis excesivas de austeridad fiscal que dominaron durante algunos años la respuesta ante la situación griega y las dificultades en el mercado de deuda de otros países de la eurozona. También ha quedado acreditada la falta de herramientas de gestión de la Unión Económica y Monetaria (UEM) en su dimensión financiera o en la estrategia de convergencia económica. Y, por supuesto, se ha echado en falta la existencia de instrumentos imprescindibles para evitar el deterioro de la cohesión social y el aumento de las desigualdades, tanto en España como en el conjunto de la Unión.

			Al mismo tiempo, la experiencia de estos años nos ha proporcionado a los europeístas nuevos y poderosos argumentos para justificar la urgencia de dar nuevos pasos a favor de la integración. Ni la dimensión de cada país por separado, ni la de la Unión en su conjunto, son suficientes para abordar con éxito los grandes desafíos a los que nos enfrentamos en este siglo. A los argumentos que siempre anidaron en la mente de los padres fundadores del proyecto europeo han venido a sumarse, sobre todo a la luz de la experiencia vivida en la crisis, otros nuevos como la globalización y sus consecuencias, el cambio climático, los desequilibrios demográficos o la necesidad de adaptar el modelo social para que los cambios tecnológicos no se lleven por delante la cohesión lograda en las últimas décadas. En este siglo, las razones a favor de la integración son al menos tan potentes como las que existían hace más de seis décadas.

			Pertenezco a una generación de españoles que llegaron a la mayoría de edad bajo el franquismo, y para quienes la integración europea ha constituido un punto de referencia imprescindible para completar nuestra identidad como ciudadanos y definir las metas de nuestro proyecto colectivo. España tuvo que esperar a recuperar la libertad para ocupar su plaza en el seno de la Europa comunitaria. Al vivir bajo la dictadura, no pudimos participar en el proceso de integración desde sus inicios, y en cuanto la democracia dio sus primeros pasos, nos preparamos para adherirnos a él cuanto antes.

			Las democracias parlamentarias europeas, con sus estados de bienestar, encarnaban nuestras aspiraciones cuando se inició la transición. La conquista y consolidación de la democracia, el reconocimiento, la protección y la expansión de nuestras libertades y derechos, el progreso económico y social o la garantía de mayores niveles de igualdad, debían llevarse a cabo siguiendo nuestra propia ruta, pero siendo conscientes de que la meta coincidía con la de los países con los que queríamos compartir un destino común. Aprendimos a confiar en Europa como aliada y como consejera para resolver de una vez por todas los fracasos históricos que veníamos arrastrando desde el siglo XIX. Apoyamos con decisión el proyecto de una Unión Europea fuerte y activa, pues no queríamos que las generaciones futuras sufriesen de nuevo las terribles consecuencias de una Europa dividida ni del enfrentamiento civil entre españoles, tragedias que sí hubieron de vivir nuestros padres y abuelos aquí y en el resto del continente.

			Ahora, tras cuatro décadas apasionantes, repletas de logros, y últimamente también afectadas por serios problemas que todavía aguardan respuesta, sigo pensando que el europeísmo y las convicciones socialdemócratas son partes complementarias de un mismo proyecto político, de cuyo futuro no me caben dudas a pesar de que ambos atraviesen un periodo complicado. No se trata de una visión utópica. La Unión Europea no puede renunciar a niveles más elevados de igualdad y cohesión social para sus ciudadanos, pues ello le abocaría a perder su apoyo, y por tanto su legitimidad. Tampoco sería posible lograr esas metas si el proyecto de integración fracasase y tuviésemos que desandar el camino recorrido desde mediados del siglo pasado.

			El papel crucial del marco europeo para moldear y asentar sobre bases sólidas el futuro de nuestro país está avalado por nuestra propia experiencia. La llegada de la democracia nos abrió las puertas de una Comunidad Europea que se había empezado a construir veinte años antes; con ella obtuvimos muchas más satisfacciones que quebraderos de cabeza. Al comienzo nos sirvió de acicate para incentivar los cambios políticos y económicos que la dictadura siempre pretendió prohibir o evitar. Y, desde nuestro ingreso en 1986, «Bruselas» nos ha proporcionado los planos para modernizar nuestro país y la ayuda necesaria para consolidar definitivamente la democracia.

			Hoy podemos corroborar la visión optimista que teníamos respecto de lo que representaba la integración al ingresar en Europa. Pero, tras la experiencia de la crisis económica y de sus consecuencias, también hay que responder a algunas cuestiones fundamentales, pues tanto la integración como la socialdemocracia están atravesando por momentos difíciles. ¿Qué política económica es capaz de asegurar el crecimiento y el empleo, sin desmantelar el estado de bienestar? ¿Cómo reabrir las expectativas de un futuro mejor para los ciudadanos, y en especial para los sectores más débiles y desprotegidos? ¿De qué manera las decisiones adoptadas a escala comunitaria pueden ser más eficaces para alcanzar esos objetivos? ¿Cómo garantizar que esas decisiones se adopten con las mismas garantías democráticas que en nuestros países respectivos? ¿Con qué grado de optimismo podemos mirar al futuro los europeos, tras años de crisis sucesivas que se han ido solapando unas con otras?

			Estas y otras preguntas están afectando a la confianza depositada en las instituciones comunitarias por parte de los ciudadanos; si el silencio es la respuesta, se estará ayudando a crear el caldo de cultivo del que se alimentan los populismos de distinto signo, así como algunos gobiernos poco respetuosos con nuestros valores comunes. Europa debe recuperarse cuanto antes de su profunda crisis. Nuestro propio futuro depende de ello. Aunque últimamente se aprecian señales positivas que incitan a cierto optimismo, seguimos inmersos en un periodo caracterizado por el pesimismo derivado de la pérdida de confianza hacia una generación entera de líderes a causa de la decepción que han generado los malos resultados de las políticas aplicadas durante la crisis: las desigualdades han aumentado; las clases medias temen descender en su estatus; y demasiados jóvenes solo pueden acceder a trabajos precarios como alternativa al desempleo, mientras más de uno de cada cinco europeos se encuentra en riesgo de exclusión social o situado por debajo del umbral de pobreza.

			Europa necesita recuperar la ilusión y la confianza en el futuro. Emmanuel Macron viene insistiendo en que la Unión debe ocuparse de proteger lo mucho que se ha conseguido gracias a los éxitos que se han obtenido desde su creación. Pero no basta con eso. De cara al exterior, las democracias europeas y los valores en los que se basa nuestro proyecto común deben continuar siendo un modelo de referencia, un espacio de paz en el que se protegen los derechos humanos, se respeta al individuo y sus libertades y derechos ciudadanos con independencia de su origen, creencia, sexo o cultura, y se ofrece asilo y refugio a quienes llaman desesperados a nuestras puertas para escapar del horror. Necesitamos una Unión Europea más fuerte y eficaz, más atractiva de cara a los ciudadanos y con peso propio en el contexto de un mundo con nuevos actores cada vez más relevantes. Hay que recuperar la sintonía con los ciudadanos, ilusionar a las generaciones más jóvenes y volver a ser relevantes allí donde se esté fraguando nuestro futuro colectivo. 

			La tarea no será fácil. La complejidad de este momento histórico y los problemas que nos afectan parecen desbordarnos, la sensación de inseguridad se extiende y se vislumbra un futuro incierto. El progreso ya no es consecuencia de una tendencia inexorable. El crecimiento económico es débil, los niveles y la calidad del empleo son decepcionantes y las desigualdades se agrandan. Los flujos migratorios, los masivos movimientos de refugiados que se acercan a Europa en busca de asilo, o las redes terroristas que agudizan los conflictos y actúan de forma indiscriminada contra la población, plantean preguntas cruciales que esperan de la Unión Europea respuestas eficaces. Si cada país trata de solventar por su cuenta, a costa de los demás, los enormes retos que afectan a todos ellos a la vez, el fracaso está garantizado. 

			La Europa que fue creada hace décadas para dar respuesta a todas estas preguntas sigue siendo hoy la mejor plataforma disponible para regular los aspectos de la globalización que requieren la intervención de los poderes públicos. Pero los líderes europeos no han proporcionado suficiente seguridad y certezas a sus ciudadanos ante la dimensión global de muchos de los problemas que les afectan. Siguen aferrados al modelo tradicional de Estado-nación que, aunque continúa representando el mejor ámbito para proteger nuestros derechos y libertades, cada vez envía más señales que indican que algunas de sus antiguas capacidades han perdido su vigencia. Sin más integración, las democracias europeas enfrentan serias dificultades para evitar la decadencia económica y el consiguiente retroceso social, lo que a su vez puede afectar a su legitimidad de ejercicio, pues una Unión que no incorpore en su funcionamiento estándares elevados de calidad democrática se encontrará con el rechazo de los ciudadanos. 

			El clima de desafección y desconfianza respecto de una Europa incapaz de proporcionar progreso económico, protección frente a riesgos de distinto signo y un modelo social que es parte de nuestro concepto de ciudadanía afecta a la socialdemocracia más que a ninguna otra familia política. Lo que nació hace casi siglo y medio en un mundo y un contexto social muy diferentes, para crear un planeta más justo y más libre, tiene que constituirse hoy en el instrumento imprescindible para garantizar la cohesión social y la dignidad de los ciudadanos europeos. Su contribución fue también decisiva para apoyar a los países que sufrieron dictaduras y que, una vez liberados de ellas, emprendieron transiciones democráticas y comenzaron a preparar su integración con los demás países comunitarios. La socialdemocracia no ha sido el único arquitecto del modelo de sociedad europea, ejemplo de libertad, justicia y solidaridad. Pero este, envidiado por el resto del mundo, no se puede entender sin el protagonismo, la ambición y la voluntad política de los socialdemócratas. Ahora ha llegado el momento de renovarlo y adaptarlo a los cambios que caracterizan a las sociedades de este siglo. Por eso, su proyecto político no puede limitar sus ambiciones al ámbito del Estado-nación, manteniendo las actuales fronteras económicas sin cesiones adicionales de soberanía al nivel europeo. La socialdemocracia del futuro necesita de Europa para que sus políticas ofrezcan resultados tangibles. 

			¿Está en condiciones de ello? Algunos rasgos comunes en los diversos países europeos ayudan a entender la crisis de esta corriente política. Los profundos cambios sociológicos, económicos, culturales, políticos y geoestratégicos que han tenido lugar desde la posguerra hasta la actualidad no se han visto reflejados en una suficiente actualización de sus análisis y sus estrategias. En muchas ocasiones, además, la acción de los gobiernos socialdemócratas ha estado en contradicción con sus ofertas electorales y su discurso político. Sus perfiles característicos se han ido difuminando, y algunos de sus planteamientos tradicionales han perdido atractivo, sin que sus propuestas ante los nuevos desafíos encuentren acogida en un espacio electoral propio suficientemente cohesionado. Se echan en falta ideas progresistas viables, y por tanto creíbles, en muchos terrenos —educación, fiscalidad, empleo y productividad, inmigración— así como una visión clara de cómo mejorar el funcionamiento de nuestras instituciones democráticas nacionales o europeas.

			El proyecto europeo es precisamente el terreno más adecuado para que la socialdemocracia recupere la sintonía con los ciudadanos. El espacio político acotado por las fronteras del Estado-nación es demasiado reducido para hacer viables muchas de sus buenas intenciones. La dimensión europea es necesaria para doblegar la fuerza de la globalización y corregir sus efectos negativos en una serie de aspectos, lo que debe constituir uno de los objetivos centrales de una estrategia socialdemócrata. A estas alturas ya no es creíble una propuesta progresista ceñida en exclusiva al ámbito nacional, que ignore la necesidad de avanzar hacia nuevos niveles de integración. Ni es imaginable una Unión Europea renovada que no cuente con la inspiración destacada de este modelo político, en solitario o en conjunción con otras fuerzas progresistas.

			Europa y la socialdemocracia están situadas en el punto neurálgico de la crisis actual. Del modo en que una y otra sean capaces de superar su coyuntura depende también nuestro futuro en España. ¿Es inevitable el retroceso? Para nada. Es más, supondría regresar a situaciones que produjeron sufrimientos, injusticias y conflictos. Gracias a la integración y a los avances sociales liderados por la socialdemocracia pudimos dejar atrás esos periodos oscuros y tristes de nuestra historia. Ha llegado el momento de esforzarse por imaginar de nuevo un futuro mejor y empezar a caminar en la buena dirección. La Unión Europea junto con una socialdemocracia capaz de interpretar correctamente lo que demandan los ciudadanos hoy y las políticas que se necesitan para salir a su encuentro, siguen siendo la mejor opción. También en España.

			Desde el comienzo de la transición hemos mantenido un amplio consenso a favor de la integración europea. El PSOE, que ha gobernado durante más de veinte años desde 1977, ha sido el protagonista de muchos de los logros políticos, económicos y sociales alcanzados desde el comienzo de la transición. Buena parte de las metas de nuestro proyecto político de entonces, hace cuarenta años utópicas, hoy forman parte de nuestra realidad. Desde su incorporación a la Unión, España ha ocupado un lugar preferente a la hora de avanzar en el proceso de integración, al tiempo que nuestros niveles de bienestar y cohesión social se han aproximado a los de los países más avanzados. En el proyecto político de los socialistas españoles, la idea de Europa y la aspiración de un potente estado de bienestar siempre han estado íntimamente relacionadas. 

			A finales de la primera década del siglo XXI, algo importante se quebró en el modo en que la opinión pública española percibía a la Unión Europea, a pesar de que el impacto negativo de la crisis sobre la economía española respondió más a causas internas que al impacto de los problemas globales. El estallido de la burbuja inmobiliaria, y sus efectos sobre una parte del sistema financiero, no fueron provocados desde Bruselas, Berlín o Frankfurt. Tampoco puede achacarse a la UEM, o al euro, el aumento espectacular del desempleo, muy por encima de la media europea, o la concentración de los ajustes presupuestarios perpetrados por el Gobierno en los servicios públicos esenciales. No obstante, la confianza en la capacidad de la Unión para ayudarnos a superar nuestros problemas ha caído de forma sustancial, dando paso a muchas críticas hacia «Bruselas» por la imposición de la política de austeridad, a la que se atribuye el origen de todos nuestros males. El PSOE, a su vez, ha pagado un altísimo precio electoral por su gestión durante los primeros años de la crisis. 

			Bajo el liderazgo de Felipe González, el PSOE representó más que ningún otro partido las aspiraciones europeístas. Allí nos encontramos muchos jóvenes antifranquistas con los viejos socialistas que habían mantenido durante décadas, en el exilio o en la clandestinidad, su esperanza de vivir de nuevo en una España libre e integrada en Europa. Pocos años después de las primeras elecciones democráticas, tras la arrolladora victoria electoral de octubre de 1982, pudimos llevar a cabo desde el Gobierno la tarea de sentar las bases de una sociedad moderna y más justa, en la que la integración constituía una pieza clave. Hoy, la apuesta del nuevo PSOE por Europa sigue siendo un pilar de su proyecto político, pero es más racional y más fría; incluso ha sufrido altibajos como consecuencia de los efectos de la austeridad sobre los sectores más afectados por la crisis. Pero España y Europa necesitan que los socialistas españoles vuelvan a primera fila y formulen un proyecto creíble para superar definitivamente la crisis, tanto en nuestro país como en la Unión Europea. En estos tiempos no basta ya con pedir «más Europa»; hay que ofrecer una propuesta para «otra Europa». Y nadie mejor que los socialdemócratas, de aquí y del conjunto del continente, para hacerlo.
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			LA CRISIS EN LA UNIÓN EUROPEA Y LA NECESIDAD DE SUPERARLA

			 

			 

			 

			 

			BREVE HISTORIA DE LAS CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA

			 

			Han transcurrido más de diez años desde que la Unión Europea quedase sumida en la mayor crisis de su historia. En ese tiempo, hemos sufrido el desplome de la actividad económica, el deterioro de nuestro modelo social, el enrarecimiento del clima político, y el cuestionamiento, por algunas fuerzas políticas y gobiernos nacionales, de los valores que identificamos como propios y consideramos de validez universal. El presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker se atrevió a calificar esta crisis de «existencial» durante el debate sobre el estado de la Unión celebrado en el otoño de 2016.

			Al comienzo de la crisis hubo que enfrentar problemas financieros importados desde el otro lado del Atlántico, pero pronto la economía entró en una recesión que alcanzó en Europa una profundidad desconocida. Los errores cometidos en la respuesta acordada por las autoridades responsables provocaron además un reparto injusto de los inevitables sacrificios. Las consecuencias sociales derivadas de la contracción del PIB y de la caída del empleo han menoscabado algunos derechos y afectado a conquistas sociales que parecían a salvo de cualquier eventualidad. No es extraño que un buen número de los partidos gobernantes que tuvieron que enfrentarse a la crisis en sus primeros años hayan sido duramente castigados por sus electores. Además, la confianza en las instituciones democráticas, tanto nacionales como europeas, se ha deteriorado.

			Sin embargo, no todos los problemas que afectan a la Unión Europea tienen su origen en la economía, ni surgieron con motivo de esta crisis. Gracias en buena medida al proceso de integración iniciado hace más de sesenta años, hemos disfrutado en Europa de un periodo de paz sin precedentes, pero eso no significa que se hayan erradicado todas las tensiones históricas presentes durante siglos entre sus países. Ahora esas tensiones se manifiestan de manera pacífica, pero rebrotan de forma recurrente, por diferentes motivos. 

			La historia europea reciente no puede entenderse sin sus crisis. Su análisis permite comprender cuáles son las dificultades con las que ha habido que lidiar para avanzar, y la manera de superarlas. La primera de ellas se remonta a comienzos de los años cincuenta del siglo pasado, antes incluso de la firma del Tratado de Roma. Francia frustró el proyecto de la Comunidad Europea de Defensa (CED) con su voto en contra en la Asamblea Nacional. Poco después de que la Comunidad Europea empezase su andadura en 1958, Francia provocó de nuevo una situación complicada al retirarse de las deliberaciones del Consejo de Ministros —la famosa crisis de la «silla vacía»— reclamando el derecho de veto sobre materias que afectasen a sus intereses. 

			La entrada del Reino Unido en la Comunidad Europea en enero de 1973 pareció calmar las aguas. Pero cuando solo habían transcurrido dos años estuvieron a punto de dar marcha atrás a su decisión mediante el referéndum que celebraron en 1975, ganado in extremis por los partidarios de permanecer en la Comunidad, encabezados por el laborista Harold Wilson. Esta vez, la crisis pudo evitarse. Pero, para entonces, la subida considerable del precio del petróleo había generado fuertes tensiones en las economías nacionales y entre sus respectivas divisas. En aquella época, los instrumentos para orquestar una reacción coordinada de los nueve países miembros eran casi inexistentes. El impacto de esa subida fue tan notable como la desorientación de sus gobiernos sobre el tipo de actuaciones que podían adoptar en conjunto, hasta que Valéry Giscard d’Estaing y Helmut Schmidt dieron los primeros pasos para establecer un sistema monetario europeo que introdujo más estabilidad en los tipos de cambio. 

			En todo caso, las dos grandes subidas en los precios del petróleo en el espacio de una década provocaron una profunda crisis económica en Europa. La «estanflación» —bajo crecimiento con elevada inflación— puso fin a la época de los «treinta gloriosos» años de la posguerra, durante los cuales los países fundadores de la Comunidad Europea habían gozado de un largo periodo de progreso económico y social. En ese nuevo contexto, con inflación de costes, caída de la inversión y tensiones recurrentes en los tipos de cambio, las políticas keynesianas no eran ya capaces de producir los resultados esperados. 

			Los triunfos electorales de Margaret Thatcher en el Reino Unido y Ronald Reagan en Estados Unidos a comienzos de los años ochenta del siglo pasado introdujeron el nuevo paradigma neoliberal, sustituto del keynesianismo y enemigo de la intervención pública en la economía y en el terreno social. Solo ellos parecían poseer las recetas efectivas para enfrentarse a los nuevos retos, y empezaron a exportar sus ideas a otros países. Al mismo tiempo, empezaron a publicarse numerosos análisis sobre la crisis del estado de bienestar, que tenía dificultades para financiar sus políticas a causa del bajo crecimiento y el aumento del desempleo. La «estanflación» condujo a la «euroesclerosis» y a una visión pesimista sobre nuestro futuro, frente al que ni las instituciones europeas de la época ni los líderes nacionales propusieron una estrategia de salida. 

			Fueron años de privatizaciones, liberalizaciones y pérdida de protagonismo de las políticas sociales. Junto a ello, las ambiciones federalistas parecían amortiguarse, mientras que el euroescepticismo se abría camino. En muchos países de la Unión aumentaban las desigualdades internas de renta, y pronto lo harían también las diferencias entre sus países miembros, consecuencia inevitable de la incorporación de Grecia, España y Portugal. 

			 

			 

			LA ÉPOCA DORADA DE DELORS

			 

			El mandato de Jacques Delors, elegido presidente de la Comisión Europea en 1985, fue un periodo de gran brillantez, y no solo en el terreno económico. Proporcionó un nuevo impulso a la integración, dejando atrás el pesimismo y la «euroesclerosis». Nada más tomar posesión, lideró el proyecto de creación del mercado único basado en las famosas «cuatro libertades» —libre circulación de personas, bienes, servicios y capitales—, un objetivo que curiosamente compartían los europeístas fervientes y los partidarios de Margaret Thatcher. La eliminación de los aranceles y demás barreras debía servir de acicate para la recuperación de las inversiones y una mayor apertura de las economías.

			La visión de futuro en la que se enmarcaba ese proyecto recibió el apoyo desde el Consejo Europeo de Helmut Kohl, François Mitterrand y Felipe González, que coincidían en la necesidad de que las crisis sufridas hasta entonces por el proceso de integración diesen paso a un nuevo periodo de madurez. Thatcher discrepaba profundamente del europeísmo de Delors y de los demás líderes, pero se mostró decidida a trabajar con ellos para construir un mercado único. Creía en las ventajas derivadas de la presencia del Reino Unido en la Comunidad Europea y, aunque rechazaba cualquier avance en materia de integración política o de armonización social, no llegó a bloquear muchas de las iniciativas. Delors no pudo, sin embargo, evitar las críticas de los euroescépticos británicos a la intensa actividad regulatoria de la Comunidad Europea, necesaria para eliminar las barreras internas en el mercado único. Los medios de comunicación contrarios a la presencia británica en Europa arreciaron sus ataques, erosionando la confianza de la opinión pública británica respecto del proyecto de integración. Las semillas plantadas en aquellos años explican, al menos en parte, los frutos del Brexit recogidos en junio de 2016.

			Delors planteó a su vez la necesidad de equilibrar las cada vez mayores desigualdades internas entre los países de una Unión Europea ampliada, y propuso combatir los riesgos de una fractura territorial entre un «centro» principal beneficiario del mercado único y una «periferia» más atrasada y menos competitiva. Alentó el diálogo social entre los interlocutores sindicales y empresariales y puso en marcha la política de cohesión. La incorporación de España, con Felipe González como convencido europeísta al frente, le proporcionó un importante punto de apoyo para desarrollar su proyecto. 

			 

			 

			DEL ACTA ÚNICA AL TRATADO DE MAASTRICHT

			 

			El periodo que va desde la firma del Acta Única en 1985, que permitió el lanzamiento del proyecto de creación de un gran mercado interior, hasta el fracaso del plan del Tratado Constitucional en 2005, fue de gran importancia para el futuro de la integración. Durante esos veinte años tuvieron lugar una serie de acontecimientos que, sin exageración, pueden ser calificados de históricos, como el desmoronamiento de la Unión Soviética y la caída del muro de Berlín. La historia de Europa cambió, como consecuencia de ellos, en un periodo de tiempo extremadamente corto. 

			El final del bloque comunista en 1989 iba a afectar a algunos de los elementos fundacionales de la Europa comunitaria, surgida en plena Guerra Fría. Las bases del proyecto original de integración, diseñado para operar en un mundo bipolar que había dejado de existir, tendrían necesariamente que ajustarse a los nuevos parámetros. La envergadura de las decisiones que se tenían que tomar era casi comparable a la que habían enfrentado con éxito los padres fundadores del proyecto europeo cuatro décadas antes.

			La Unión Europea desplegó todos los esfuerzos imaginables para atraer a los países que abandonaban la esfera de la URSS e iniciaban sus respectivas transiciones hacia la democracia, muchas de ellas inspiradas en el modelo español. Su anclaje en el bloque occidental, tanto en la Unión Europea como en la OTAN, debía servir para ayudarlos a quemar etapas en sus procesos de implantación de una economía de mercado, y también de escudo protector frente a las tentaciones rusas de mantener su influencia sobre el centro del continente. 

			 

			 

			LA CREACIÓN DEL EURO

			 

			Antes de que la guerra de Irak trastornase la agenda política de los líderes europeos, las verdaderas prioridades de la Unión estaban centradas ante todo en asuntos de orden interno. En los años noventa se debía producir la culminación del proceso de construcción del mercado único y empezaron las negociaciones que llevaron en 2004 a la ampliación de la Unión Europea con la adhesión de dieciséis países, en sucesivas etapas. En 1992 se aprobó el Tratado de Maastricht, que contemplaba la creación de la moneda única y de la UEM. Los avances hacia la creación del euro consumieron muchas energías. Es fácil entender la dimensión política de esa decisión. Los principios básicos de la UEM traslucían los equilibrios y las renuncias que unos y otros hubieron de aceptar, y los compromisos que habían sido precisos para llegar a un acuerdo. Acomodar las diferentes culturas económicas entre París y Bonn y sus diferentes prioridades implicaba necesariamente un pacto político alejado de cualquier modelo teórico, algo que las críticas desde un enfoque académico al diseño de la Unión Económica y Monetaria no suelen tener en cuenta en sus análisis. 

			Quienes estuvieron presentes en la fase final de aquellas negociaciones aseguran que Jacques Delors no volvió muy satisfecho a Bruselas, lamentando la fragilidad de la dimensión económica de la UEM. La posición del presidente de la Comisión coincidía con muchos expertos alemanes, que insistían en la necesidad de progresar hacia la convergencia real de las economías que fuesen a integrarse en una misma moneda. Pero los imperativos políticos se impusieron, y la creación del euro y el protagonismo del Banco Central Europeo (BCE) en la gestión de la política monetaria tan solo se acompañaron de las reglas definidas en el Tratado para lograr la convergencia nominal y la disciplina presupuestaria. La crisis de la eurozona, a raíz de los problemas de Grecia, mostró las insuficiencias inherentes a esa decisión.

			La Unión Europea, creada también por el Tratado de Maastricht en sustitución de la vieja Comunidad Económica Europea, debía lograr que Alemania se anclara políticamente en ella a cambio de una moneda común cuyas reglas de funcionamiento se parecían bastante a las que habían sustentado la fortaleza del marco desde la creación de la República federal. El Consejo Europeo adquirió un protagonismo creciente a costa de debilitar la capacidad de iniciativa atribuida a la Comisión. Los poderes del Parlamento fueron ampliados, salvo en lo relativo a la gestión de la Unión Económica y Monetaria. Nunca tantos millones de ciudadanos habían sentido con tanta claridad en su vida cotidiana su condición de europeos, dotados de derechos y oportunidades. Los acontecimientos se sucedían, obligando a los líderes de los países miembros a sacudirse el desánimo y a pasar de la parálisis a la hiperactividad. Si el decenio anterior había estado marcado por el pesimismo, los años ochenta y noventa se caracterizaron por la adopción de iniciativas muy relevantes. 

			Europa tenía que ser también capaz de defender sus intereses en el nuevo escenario, mediante la redefinición de sus relaciones con Rusia y ocupándose de cómo mejorar su competitividad frente a los nuevos actores surgidos como resultado del dinamismo económico en Asia y otras regiones del sur, en un mundo cada vez más globalizado. El nombramiento de Javier Solana como alto representante para la política exterior intentó reforzar la relevancia de la Unión fuera de nuestras fronteras. Pero la guerra de Irak dividió a los países europeos y frenó los progresos conjuntos en su estrategia exterior. Con este conflicto se empezó a poner fin a un periodo extremadamente fructífero para la paz, la democracia y el papel de la Unión Europea como referente más allá de nuestras fronteras.

			El debate político en el seno de la mayoría de los países comunitarios estaba centrado generalmente, entre tanto, en otros asuntos. La política nacional y las discusiones mantenidas en las instituciones comunitarias llevaban vidas paralelas, bastante alejadas unas de otras. Cuando los electores fueron convocados en referéndum en dos países para ratificar el Tratado de Maastricht, la opinión pública se dividió en dos mitades casi iguales; en Francia los partidarios del Tratado eran ligeramente mayoritarios, mientras que en Dinamarca ganaron por una distancia muy exigua sus contrarios. Los siguientes intentos de solucionar lo que no había podido resolverse en Maastricht cristalizaron en los Tratados de Ámsterdam y Niza, pero ninguno de ellos estuvo a la altura de las circunstancias. El aumento de la heterogeneidad interna de la Unión Europea contribuyó al renacimiento de la preferencia por la defensa del interés nacional contraponiéndolo al interés general europeo, y debilitando así el aglutinante originario de la integración. 

			 

			 

			LA CONSTITUCIÓN EUROPEA: UN PROYECTO FRUSTRADO 

			 

			La Unión Europea debía prepararse para la nueva etapa que se avecinaba tras la admisión como miembros de diez países, y para ello se convocó una convención formada por representantes de la Comisión, el Parlamento y por los diversos gobiernos y parlamentos nacionales con el mandato de redactar un proyecto de Constitución. Los responsables políticos estaban convencidos de que el proyecto de la moneda única y las perspectivas de la ampliación contaban con un gran apoyo y, por tanto, creían que los electores de los países que convocasen referéndums para ratificar la Constitución respaldarían esta vez sin titubeos la ambición con la que se trataba de culminar los pasos dados por la integración en los años anteriores.

			En la primavera de 2005, dos años antes de las primeras manifestaciones de la crisis económica, las urnas mostraron un panorama muy poco halagüeño. Las ambiciones de los constituyentes acabaron estrellándose contra el escepticismo de los votantes franceses y holandeses, socios fundadores de la Unión Europea. Muchos ciudadanos no apoyaron el hecho de que aspectos centrales de la soberanía tradicional, como la moneda, pasasen a ser gestionados por entes lejanos y ajenos al control parlamentario nacional. También veían con desconfianza las previsibles consecuencias de la llegada de países con niveles muy inferiores de desarrollo económico, considerando a los nuevos miembros de la Unión como una amenaza para la defensa de los derechos sociales adquiridos con el tiempo, debido a los salarios más bajos y a las peores condiciones laborales de sus trabajadores, que pasarían de inmediato a competir en los mercados de las economías más avanzadas. Por último, algunos europeístas convencidos temían a su vez que una ampliación tan ambiciosa fuese a distraer a los líderes de la necesidad de profundizar en las áreas del proceso de integración que requerían su atención prioritaria: finalizar la creación del mercado interior y desarrollar la UEM. 

			El fracaso del proyecto del Tratado Constitucional supuso una gran decepción, y un serio motivo de duda sobre la solidez de los avances en el proyecto de integración realizados desde la caída del muro de Berlín. Algo importante estaba fallando, como lo demostraba la brecha entre las ambiciones de los líderes europeos y las reticencias de una parte importante de los votantes. En unos momentos históricos en los que ambas mitades del continente europeo se habían reencontrado, los argumentos demagógicos de los populistas, algunos de ellos xenófobos, prevalecieron sobre los mensajes de los autores y de los defensores del proyecto de Constitución. El miedo a la invasión de «fontaneros polacos», agitado como un espantajo por algunos partidarios del «no» en Francia, tuvo más impacto que los argumentos a favor de una Europa más fuerte para enfrentar la globalización, más transparente en sus decisiones y mejor preparada para acoger a las nuevas democracias con las puertas abiertas. No se logró transmitir en qué consistía el «punto de inflexión» del que hablaban los jefes de Estado y de Gobierno al abrir el proceso constituyente. Tampoco se aclaró ante los ciudadanos que la Unión Europea sería mucho más eficaz que cada uno de los países miembros por separado para hacer frente a los retos del nuevo siglo. 

			Jean Monnet dijo que «Europa se hará en las crisis, y será la suma de las soluciones que se aporten para superarlas». No obstante, esta vez iba a resultar más difícil, dada la heterogeneidad creciente de la Unión tras la ampliación de 2004, así como la necesidad de buscar soluciones que exigirían niveles más elevados de soberanía compartida. Tras el enorme impulso recibido durante el periodo de 1985 a 2005, se percibían ahora claros síntomas de fatiga, incluso en sectores de la opinión pública que seguían considerándose europeístas. A la vista de todo ello, los líderes europeos decidieron salvar una parte importante de lo pactado mediante la redacción de un tratado que recuperó muchos de los acuerdos concretos alcanzados en el proyecto de Constitución, pero desprovistos de la épica y los símbolos —himno, bandera, terminología, etc.— con los que se había envuelto ese proyecto. Cuatro años y medio después del rechazo francés y holandés, el vigente Tratado de Lisboa entró en vigor. 

			 

			 

			LA CRISIS ECONÓMICA: DE 2007 A LA ACTUALIDAD

			 

			Cuando estallaron las primeras turbulencias financieras que anunciaban la crisis económica aún no habían cicatrizado las heridas producidas por el fracaso del proyecto de Constitución. La Unión Europea intentaba acomodarse a la llegada de sus nuevos miembros, y acababa de abrir de nuevo sus puertas para admitir a Rumanía y Bulgaria. En un primer momento, los incidentes en los mercados parecían un asunto interno de la economía estadounidense. Allí se habían creado las hipotecas subprime, que fueron el origen inmediato de los problemas. Se empezó a hablar de ciertos productos financieros complejos, que portaban los riesgos derivados del estallido de la burbuja inmobiliaria estadounidense, pero muy pocos actores en el mercado financiero eran capaces de entender lo que realmente significaban. Pronto se comprobó que muchos bancos europeos habían sido afectados, pues habían incorporado a sus balances muchos de esos artefactos financieros. Empezaron a sufrir por ello pérdidas cuantiosas, su acceso a los mercados se topaba con dificultades crecientes y la confianza de los depositantes cayó en picado. Al paralizarse de forma súbita muchos de los flujos financieros privados, los contribuyentes tendrían que hacerse cargo de las consecuencias de la mala gestión de las entidades financieras y de sus reguladores y supervisores.

			Igual que había sucedido con las crisis del petróleo de los años setenta, hubo imprevisión y errores en las primeras reacciones políticas. Las aspiraciones de estabilidad, prosperidad y solidaridad se desvanecían en el espacio económico europeo. Las consecuencias sociales y políticas de la crisis fueron trágicas, tanto más cuanto mayor era la fragilidad de la economía de los países y más errores acumulaban sus responsables al tratar de enfrentarse a la caída del crecimiento y la escasez de recursos públicos para contrarrestar la parálisis de los mercados. La crisis económica, que se agudizó en Europa en el otoño de 2008 tras la quiebra de Lehman Brothers, afectó de manera asimétrica a los países de la Unión Europea. Los problemas estructurales heredados se agudizaron y se generaron otros nuevos, castigando más a las economías más débiles y aumentando por tanto las desigualdades internas, en particular en el sur. 

			Ese impacto fue agravado por los errores cometidos en el trato que se dio a los países que tuvieron que solicitar el apoyo financiero de sus socios, por haber perdido el acceso a los mercados: muchas de las condiciones exigidas a los países necesitados de ayuda fueron excesivas, injustas y contraproducentes. Los sacrificios requeridos acusaron aún más las consecuencias sociales negativas de la crisis y generaron fuertes tensiones políticas, tanto internas como entre los países acreedores y deudores. No obstante, no todas las críticas a las políticas de «austeridad» están justificadas. El nivel de endeudamiento de un país debe mantenerse dentro de una senda de sostenibilidad, no puede ser ilimitado. 

			Las críticas de los ciudadanos hacia los responsables públicos por su gestión durante la crisis no han estado circunscritas a la Unión Europea. En muchos países, la desafección hacia sus propios responsables nacionales creció aún más, en correspondencia con la distribución de competencias y responsabilidades entre las instituciones europeas y las propias de cada estado miembro. El aumento del desempleo, la caída de la renta disponible o el aumento de las desigualdades se contraponían en ojos de muchos a las grandes cantidades de recursos públicos destinados a salvar a los bancos afectados por la crisis, a causa de las decisiones tomadas a escala nacional. La alternancia política sirvió de válvula de escape para aliviar en parte las tensiones. 

			Las opiniones negativas respecto de la actuación de la Unión Europea fueron muy intensas, pero más difusas. Mostraban la profunda insatisfacción de la opinión pública con las actuaciones de las autoridades durante la crisis, sin establecer distinciones entre las decisiones tomadas por los gobiernos nacionales reunidos en el Consejo Europeo o en el Eurogrupo, o por las instituciones comunes. Lo cierto es que unos y otros no siempre supimos actuar de manera eficaz, o repartir de modo equitativo los sacrificios necesarios. 

			Cuando ya empezaba a vislumbrarse algún indicio del fin de la recesión y las penurias sociales se amortiguaban, las críticas viraron desde la economía hacia otras cuestiones, ligadas al funcionamiento de la democracia y al respeto de sus principios y reglas básicas en el seno de la Unión Europea. La crisis de los refugiados puso de manifiesto, en 2015, la incapacidad de algunos gobernantes para actuar en coherencia con los valores que forman parte de la identidad europea. Polonia y Hungría —o, mejor dicho, sus actuales gobiernos— no solo se han negado a cumplir con sus obligaciones en lo relativo a compartir las consecuencias de las decisiones colectivas para la acogida y el asentamiento de refugiados, sino que, además, han violado de manera flagrante los principios democráticos que ellos mismos se comprometieron a defender al entrar a formar parte de la Europa comunitaria. El principio de la separación de poderes ha sido cuestionado, y el abuso de la mayoría parlamentaria para cercenar los derechos de la oposición y de las voces críticas con el Gobierno se alejan de las reglas de conducta básicas exigibles en un sistema democrático.

			En estos años, la idea de Europa ha sufrido un evidente deterioro a causa de falta de respuestas adecuadas ante todos estos problemas económicos, sociales y políticos. Los ciudadanos siguen apostando en su mayoría por continuar con el proceso de integración como la mejor alternativa para su futuro, pero las críticas a muchas de las decisiones que ha tomado la Unión Europea durante la crisis —o a la ausencia de ellas— han alcanzado proporciones desconocidas hasta ahora, que solo desde hace poco tiempo empiezan a remitir. No es justo concentrar el grueso de estas críticas en la Comisión o en el Parlamento Europeo. Estas dos instituciones comunes, que representan el interés general, han tenido que superar muchas dificultades para hacer oír su voz y llevar hacia delante sus propuestas ante un Consejo Europeo, en cuyo seno los líderes políticos de los principales países se han reservado la capacidad de imponer sus propios criterios. La mayoría de las veces sus decisiones han llegado tarde y se han quedado cortas. A los máximos líderes europeos les ha faltado visión. En la jerga comunitaria, ha predominado el muddling through («salir del paso») y ha faltado capacidad de liderazgo.

			En los últimos tiempos han sido innumerables los debates, las conferencias y los análisis sobre «el futuro de Europa», lo cual no es más que un reflejo de las incertidumbres que se ciernen sobre él, y un indicio de la ausencia de una visión estratégica clara a la hora de superar un proceso de deterioro del proyecto europeo que, si bien empezó antes de las turbulencias financieras de 2007 y 2008, se ha visto agravado por la crisis.

			Entre 1985 y 2005 pareció que esa dinámica estaba cambiando hacia un método menos iterativo y dificultoso. Los objetivos estratégicos —el mercado interior, el euro, la ampliación, etc.— marcaban metas de largo alcance, producto de la visión política y de la voluntad de profundizar en un destino común. A la luz de lo que hemos visto durante esta crisis «existencial», el juicio que merecen incluso los logros de aquellas dos «décadas prodigiosas» contiene muchos más matices. Sin duda alguna, se alcanzaron metas muy importantes que han sobrevivido hasta hoy. Aun en los peores momentos, el proceso de integración ha seguido avanzando. Desde 2004 se han unido a la Unión Europea trece nuevos países, lo que no solo la refuerza, sino que además promueve la expansión de la democracia parlamentaria y del Estado de derecho. La eurozona y el mercado interior, aún necesitados de reformas, son la mejor palanca para la modernización económica de nuestro continente. La mayoría de los ciudadanos, pese al nivel inferior de confianza en las instituciones, sigue apostando por la idea de una Europa más fuerte gracias a los lazos que nos unen y a su mayor capacidad para afrontar los retos de la globalización. Esa mayoría ejerce como tal en el Parlamento Europeo y en el Consejo, plantando cara a los ataques del populismo eurófobo. 

			Pero todo ello convive con otros aspectos menos alentadores. Se han perdido muchas oportunidades para hacer realidad las consecuencias derivadas del amplio consenso en favor de «una unión cada vez más estrecha», tal y como se formula en el Tratado. Los compromisos políticos, en particular en lo relativo a la Unión Económica y Monetaria, rebajaron desde el comienzo las ambiciones iniciales. El poder del Consejo Europeo se ha basado en demasiadas ocasiones en la transacción de intereses nacionales contrapuestos, y no en el interés general del conjunto de la Unión. Ha faltado una visión compartida, y se ha abusado de acusar a ese ente indefinible denominado despectivamente «Bruselas» de las consecuencias de decisiones promovidas y adoptadas por los máximos responsables de los gobiernos de los diversos estados miembros. El debate europeo ha tendido a desarrollarse según sus propios parámetros, ajeno a las prioridades y preocupaciones manifestadas en los ámbitos nacionales. Y, como colofón, el proyecto de Constitución fue tal vez la visión de un espejismo que no movilizó a los ciudadanos a los que quería emocionar, más que el resultado de una voluntad firme y plenamente consciente de avanzar hacia la Unión política.
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